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Hechos

Ilmo. Sr. Director general de Administración Penitenciaria.

En el recurso gubernativo interpuesto por don Miguel Reiris Ah·arel.
como PreSidente del Consejo de Administración de (dnmohlllana
~'Iódlllo, SOCIedad Anónima)). contra la negativa del RegIstrador mer­
cantil de Madnd a inscribIr una escritura de modificación y refundiClon
de Estatutos sociales.

RE5,-OU "C/O.V de 8 dc junio dc 1992. de la Dir('ln(JIl
(/('nc!"a{ de 105 Regi.l'lr05 J' dd '''''oranado. i'1I e/ J"('CUl"\u

>';lIhernariro imerpllCSlO por don Miguc/ Reiri.1 .·jf\üre
~,(1/!10 PI"('I/11'nTl' d(:1 COllSCjO de, A.dlJlinislraolÍn de «(/nlllO'
l'¡,lial"l(J\lodlilo. Socfedad Anonlll/il¡', CO!lfr(J fa llegiifil'(1
</d RC~I,\lrad()r mercantil de .Madrid a il1.\aihir un,)
('"critIlUl de I1wdUicac/ón r refundición de ES!Q/lf/(ls SII¡'ILJ
fes. . .
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11
Presentada dicha escritura en el Registro Mercantil de Madrid fue

calitil.:ada con la siguiente nota: «Se suspende la inscripción del presenlc
dOc-UnlL·ntO por wmprcndL'r los siguientes defectos que Impiden pracll­
cJrla: En el supuesto prc\'lsto eh d último párrafo del articulo 6 dc los
btatutos el precio de <ldClU1Siclón debe ser el correspondIente al yalor
real de las acclOnc-s. dcwrmlOado por el Auditor en los térmlnos
previstos en el artículo 114 de la Ley de Sociedades AnÓmmas. La
facultad concedida en el articulo 20. 1) a los Administradores deherá
limitarse:J. las Sociedades con objeto idéntico o análogo al de "Inmobi.
liaria Módulo. Sociedad Anónima" (artículo 2 de los Estatutos. 1~Q de
la Le\ de Sociedad Anómmas y 117 del Reglamento del Registro
Mercanl111. HabH~ndose <lmp\iado el objeto social no se acredita la
publlcarian de ~u anuncio en dos periódicos de gran circulación en la
provincia (aniculo l50 de la Ley de SOCIedades Anónimas y 164 del
Rcglamt'nto tiC'! Registro Men.:antil). Y en cumplimiento del articulo

comendando. asi C01110 que sc cumpliera la 1cgalidad Vl\lente v sc le
astgnma un puesto de trahalo acorde con su. calegon::l túnCloriamll y
admimSlrall\'l. que .ll1lplicira cl dc.;empcño .Jm::cw de lareas y flllKi(;­
ncs pfl)p1a~ 0C su (u~'rrc) y. en consecuenCIa, ,kbc ¡mular y anuiJ. 1l1~

referidos ados admilli.~trallVO~ impugnados, por no ser conformes ,11
ordenamiento Jundico. y debe declarar y dl:c1ara del derecho del rccu­
rrente a que [)or la Administración demundada se cursen las órdenes
oportunas al )ireclor del Centro Pcnitenciano de Granada pam que s¡;
abstenga de <hlgnar a :iquél. la rcali73ción de trabajos, tareas y funciones
que no ~can propia" del (w:rpo y Orupo admimstra~l\'o af que pCl1e­
nece~a~;Í C\1Il1U a ser nombrado para puestos de trabajO acordes con ;;u
categoría funl'ionanaL CUYOS cometIdos sean los descntos en la Ley
39/f970. de 22 de. dIciembre. y el Real Decreto 3261/1977. de I Je
diciemhre. Sll1 peT.JUll"!(l de que, en ~upuestos excepcionale~ y cuando
10 r~quieran 1-¡cCL'sld"dL'S Urgi;'ntcs del scrvic}o. se le puedan. aSlgnar
funCIOnes propIas de ütro~ Cuerpos de 1nslltuclOnes PeOltenclanas: IOdo
eilo sin expreso pronuncwmiento en costas.)~

En su vir1ud. esta Secretaria General. de confonnidad con lo dis­
puesto en el articulo 103 v siguientes de la Ley Reguladora de la Ju­
risdIcción Conteneioso-Admimstmtiva, ha dIspuesto se cumplu en sus
propios terminos b cxpn:sadu sentcncia.

Lo que dIgo a V" l.. para su conocimiento y efectos.
Madrid. I de juma de 1992.-EI Secretario general de Asuntos Pc~

nitcnciarios. Anlonl Asunción Hemández.

El dia 21 de diciembre de 1990, ante el Notario de Madrid don
J\-1<mucl Rumos Armero se otorgó escritura de elevación a públicos de los
acuerdo., adoptados por la Junta General de la Sociedad (<lnmoblliana
Módulo. Socicdad Anónima)). de modificación y refundición de Estatu­
tos sot"iales. Por lo que aqui interesa. el articulo -2 de dichos Estatulos.
de nueva redacción, estable: «El objeto social lo constituye la realización
de toda clase de negocios inmobiliarios, en cualquier punto del territorio
nacional tanto de promoción de obras como de .construcción y reforma
de inmuebles. de- forma directa o subcontratada. así como la explotaríón
de bienes inmuebles bajo cualquier titulo jurídico y la enajenación o
gravámc-n de los mismos inmuebles -a la constitución sobre los nmmas
de cualquier derecho real.

Dichas actividades podrán ser desatroladas por -la Sociedad total o
parcialmente de modo indirecto. mediante la titularidad de acciones o
de participaciones. incluso en Sociedades con objeto idéntico o aná·
logm). Por su parte. el artículo 20.1 de los Estatutos, entre las facuItades
del Consejo de Administración. con el ITumero I recoge la slglllente:
«PartiCIpar en otras Sociedades constituidas o en período de conslllu­
cióm).

C\lIlSlituyc como una SOI~Lobhga(,.'10n mlegnmtc de la con¡r3prcsl::Jclon
h:l'>ica del comprador y se aplaz<l para ser satisfecho en 144 plazos
llh"115uales con un impane unitario Igual por mensualidad. ["Acepto el
ullimü, ~ además se im'orpora"u la escritura un cuadrtl de amortización.
firmado por ambas partes. en el que se especifica. siguiendo el sistcmJ
h;lllCés. la composición de cada una de las (uctas constantes. o sea, la
lHrh: qUl: dl'las mismas corresponde a amortización de capital y de ésta
:.ll abono de intereses, sin que lo que en cada año ha de ahonarse por
i:l(Cn,'scs cxcl'da de una anualidad de los mismos. computados mes a
mes. sohn: el total del capital garantizado. Por otra parte. 1n norma del
<:Iniculo 151. 2.°, del Reglamento Notarial relativa al uso de guarismos
en lclr:.> tiem' su cxccpt'ión en el propio precepto al señalar que no ser<í
l)e'cesario ((cuando constituvan rcferenria numérica de la:. fcthas v datos
de airas documentos)), como sucede en este caso. en que se testlmoni<l
d cuadro de amonizaciÓn.

3.. Igualmente. en relación a la inscripción de la cl<íusu!<.l penal y de
l¡l estipulación por la que el comprador había de ahonar. en, caso, de
rv~olucion. una delciminada canlidad en concepto de uso y ullllzaclón
del piso vendido. habrá que estar a 10 declarado en las resoluciones
t1l1t<lS \'('ces mencionadas que concluyen en la necesidad de la inscrip­
Ción registral de tales cláusulas en coherrncia con las exigencias de
d;lridad y precisión de los pronum:iamientos tabulares. y de la necesaria
(-\pn'SIÓn en el aSlcnto de todos los pormcnores del utulo que definan
b extensión del asiento inscrito. Unicameme habra que indicar. en
l-dllCl/lI1 con el extremo recogido en el apartado a) del delccto segundo
-no recurrido-o la consignación. en caso de resolución. tanto del precio
:lbonadú como de los intereses satisfechos. pues uno y otroS integran la
(·o1l1nlprcstación del comprador que equilibra la lrnnsmisión dominical
pL'rsegUlda. y Sin que pueda hacerse la dedUCCión directa.

4. Respecto de la pretendida vulnernción del artículo 10 de la Ley
tic Defensa de los Consumidores. de 19 de julio de 1984. ha de
It'COHiarsc la doctrina sentada .por este Centro directivo conforme a la
cual los medios de calificación de que dispone el Registrador -artículo
i S de lo Ley Hipotecaria- impiden a éste apreciar si las concretas
t'stipul~lciones debatidas tienen carácter abusivo conforme a dicha Ley.

5. El defecto 5.° de la nota no ha sido impugnado. y en cuanto al
recogido en el número 6. es el propio Presidente del Tribunal Superior
de Cataluña -que es a quien en las cuestiones que plantea el Derecho
("'¡vil de esta Comunidad Autónoma corresponde dictar la resolución
ddiniti\'a en estos recursos- el que estima en el auto apelado que
L'orresponde a la Dirección General decidir en este caso porque, en rigor.
'IIInq'ue la nota del Registrador alude a un apoyo en la tradición jurídica
eatal<in::!.. ((la base dc su argumentación se fundam-:nta en normas de
derecho común».

6. Por último. en cuantO al'defecto 7.° -no aportación de los
Estatutos sociales de la Entidad compradora-o procede su revocación
dadO" que en la escritura calificólda aparecen literalmente transcritos en
la parte que afecta a las facultades de quien compareció en su nombre
a formalizar-la compra pactada.

Esw Dirección General ha acordado revocar el auto apelado y la nota
del Registrador en los extremos recurridos.

Madrid. 1 de junio de 1992.-EI Director general. Antonio Pau
Pcdrón.

Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña.

RESOLUCJON de J. de junio de 1992, de la Secretaria
General de Asuntos Penitenciarios. por la que se dispone
el cllmplimiento de la sentencia de la Sala de lo Conten­
cioso-Administrativo del Tribunal Súperior dE' Justicia de
Granada. dictada en el recurso número 927//990, inter­
puesto por don Rafael Bahamonde PascllO!.

Visto por la Sala de lo Contencioso--Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Granada, el recurso número 927/1990. inter·
puesto por don Rafael Bahamonde Pascual, contra ,resolución de la Di­
rección General de Instituciones Penitenciarias de 13 de marzo de 1990.
Que desestimó las peticiones fonnuladas por el recurrente en escrito de
10 de octubre de 1989. la citada Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Granada. ha dictado sentencia de
23 de marzo de 1992, cuya parte dispositiva dice así: ((Fallo: Que re·
chazando como rechaza la causa de inadmisibihdad invocada por la
Administración demandada. debe estimar y estima íntegramente el re­
curso contencioso·administrativo inte!J'uesto por don Rafael Bahamon­
de Pascual, contra la resolución dictada, en fecha 13 de marzo de 1990,

'por la Subdirección General de Personal de la Dirección General de
Instituciones. Penitenciarias, que- desestimó las pcticione~ fonnuladas.
en escrito de fecha 20 de octubre de 1989, por el recurrente funCIOnario
del Cuerpo Especial Masculino de Instituciones Penitencianas. con des·
tino en el Centro Penitenciario de Granada. en el sentido de que se
dieran las órdenes oportunas al Director del Centro mencionado para
que se abstuviera de encomendarle .tareas o serVicios auxiliares" Il1CI,;¡-\·
nicos o dc trámite administrativo similares a las que se le veman en-


